	Fecha
	24 de enero de 1972
	Sesión número
	5

	Motivo: Amparo

	Recurrente: LUZ RÍOS VALVERDE

	Recurrido: GOBERNADOR DE ALAJUELA

	Objeto del recurso: Alega la recurrente que es propietaria de una pensión situada en la ciudad de Alajuela, en donde tiene un establecimiento comercial con patentes al día. Que el Gobernador le canceló la patente y le ordenó al Resguardo Fiscal de Alajuela, poner sellos en su establecimiento.  Alega violación de los artículos 45 y 56 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que ordenó el cierre del negocio comercial denominado “Hotel la Esperanza” propiedad de la recurrente, de conformidad con las facultades que confiere el artículo 50 de la Ley N° 20 de 24 de julio de 1867, y artículo 206 del Código Sanitario, con fundamento en que la prueba recibida que demostró en el Hotel La Esperanza se ejercía la prostitución.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. La orden del Gobernador - basada en el artículo  50 de la Ley de Ordenanzas Municipales y en el 206 del Código Sanitario – ordenó el cierre del hotel por razones sanitarias y de orden moral, en ejercicio de una facultad que la ley confiere a las autoridades para evitar que actividades lícitas y permisibles en principio, degeneren en situaciones inconvenientes que dañan el interés de la sociedad.


N° 5
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día veinticuatro de enero de mil novecientos setenta y dos, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Fernández, Coto, Jacobo, Retana, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Blanco, Odio, Sanabria, Valverde, Trejos y Benavides.

Artículo IV
Se entró a conocer del recurso de Amparo promovido por la señora Luz Ríos Valverde contra el señor Gobernador de Alajuela, en el que alega:

“1.- Dispone el artículo 45 de la Constitución Política en vigencia, lo que sigue: “La propiedad es inviolable, a nadie puede privarse de la suya sino es por interés público legalmente comprobado, previa indemnización conforme a la ley.”


El artículo 56 del mismo Estatuto Fundamental, determina que el trabajo es un derecho del individuo y una obligación con la sociedad.-


2.- Soy propietaria de una pensión situada en el centro de la ciudad de Alajuela.  Mis patentes se encuentran al día.-  Mi negocio es de absoluta moral, tanto lo es, que la propia Comandancia en declaraciones rendidas por medio de sus más autorizados personeros, así lo determinó.-


3.- Aduciendo que en mi establecimiento se producen escándalos, y por queja de un FLAMANTE MÉDICO que ve con nostalgia que la propiedad por mí alquilada les fuera rematada a sus familiares, fui privada de la patente que está al día y se ordenó el cierre de mi establecimiento comercial.-   Sea que se me priva de la propiedad legalmente obtenida, sin previa indemnización y sin cumplir con los mandatos de la Constitución Política en vigencia.-

4.- El día treinta y uno de diciembre de año próximo pasado, el señor Gobernador de esta provincia, le ordenó al Resguardo Fiscal de Alajuela, poner los sellos en mi establecimiento, por lo que de  hecho, he sido privada de mi propiedad, en flagrante violación de la Constitución Política en lo que toca al artículo 45 antes citado.-


DERECHO.-


Fundo este recurso en lo que disponen los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 8, 10 de la Ley de Amparo en vigencia y artículos 45 y siguientes de la Constitución Política en vigencia.-


ACCION.


Con sustento en los hechos expuestos y al tenor de los mandatos legales por mí invocados me presento ante los distinguidos Magistrados que integran el Tribunal de Corte Plena, formulando formal recurso de AMPARO en contra del señor Antonio Pacheco Pérez, Gobernador de la Provincia de Alajuela, por violación del artículo 45 de la Constitución Política en vigencia a efecto de que se le ordene abstenerse de ejecutar el cierre de mi establecimiento comercial hasta tanto no medie orden judicial o mandato de autoridad judicial con suficiente fuerza para la realización del acto.


PRUEBA.

Como prueba ofrezco la propia confesión del señor Gobernador.-  Mi establecimiento se denomina Hotel Esperanza. Notificaciones las oiré en el Hotel Esperanza en Alajuela.

Solicitado que fuere el informe de ley al señor Gobernador de Alajuela, éste lo rindió en los siguientes términos:


“Efectivamente, según oficio de este Despacho, N° 678-B de 22 de diciembre de 1971, ordené al señor Rafael A. Guillén Ulloa, Delegado Cantonal de este centro, el cierre mediante los sellos correspondientes, del negocio comercial, denominado “Hotel la Esperanza” propiedad de la señora Luz Ríos Valverde.-  Previamente a la orden de cierre, el despacho a mi cargo levantó una información, cuyo expediente les remito, y con fundamento en la prueba constante en el expediente y dentro de las facultades que me confiere el artículo 50, Ley N° 20 de 24 de julio de 1867, y artículo 206 del Código Sanitario y artículos siguientes y concordantes de ese mismo cuerpo de leyes, dicté resolución ordenando el cierre del mencionado negocio.-

La información fue levantada con fundamento en una denuncia que vecinos cercanos al Hotel la Esperanza, presentaron a mí despacho, en la que se recibió prueba tanto de cargo como de descargo.-  La resolución de primera instancia, confirmada por el Ministerio de Gobernación, se fundamentó en que la prueba recibida, de cargo y aún la de descargo demostró en el Hotel La Esperanza, además de que se vende comida, y se venden licores extranjeros y cerveza, se alquilan cuartos o habitaciones a quien la necesita y por el tiempo que la necesite, actividades que la señora Luis Ríos Valverde ejerce, como explotación de una patente de licores extranjeros y una patente de Hotel de penúltima categoría, que le otorgó la Municipalidad de Alajuela.-


Con las declaraciones de testigos recibidas se demostró plenamente que en las habitaciones del “Hotel La Esperanza” se ejercía la prostitución, en forma de hospedaje momentáneo, forma de hospedaje no autorizada por la Municipalidad de Alajuela.


El Hotel en sí consta de ocho habitaciones con un sólo baño y un solo servicio sanitario, de modo que no reúne condiciones para el negocio de Hotel.


Los declarantes propuestos por la señora Luz Ríos Valverde, quienes como lo manifestaron tienen interés directo en el negocio por cuanto son comensales de mismo, dijeron que en el mencionado negocio, no existe selección de personal, ya que se otorga aquella indistintamente, a cuales quiera personas, sea menor o mayor, o sean de las conocidas en el ejercicio de las prostitución, y en cuanto al término del alquiler, este se hace, para momentos, días o meses.-


Es digno de tomar muy en cuenta la declaración rendida por el señor Juan Elías Lara Herrera, quien en su calidad de Médico Psiquiatra que desempeña su cargo en algunos centros médicos de Alajuela quien manifestó que considera que todo hotel que no reúna requisitos sanitarios es un foco de infección en potencia de enfermedades venéreas, problema de salud que cada día se agrava más.-


Por último quiero agregar que el cierre del hotel no se ha hecho en totalidad, ya que la señor Luz Ríos Valverde, mientras se levantaba la información transformó el negocio, estableciendo la cantina y ventas de comidas, independientemente de las habitaciones que alquila, con lo que tácitamente reconoció que le iban a ser cerradas.-


Efectivamente, las habitaciones fueron selladas, no así la venta de comida y el expendio de licores.


Como se observará las razones que tuve para el cierre, las fundamenté en mis atribuciones legales, y en el hecho de haberse demostrado que en las habitaciones que da en arrendamiento la señora Luz Ríos Valverde, se ejerce la prostitución, en menoscabo de la salud y la moral de los habitantes.  Con el anterior informe creo cumplir con lo pedido.  Pido declarar sin lugar el recurso, y por ser malicioso el mismo, aplicar la sanción correspondiente al recurrente.


El señor Ministro de Gobernación, a quien el Tribunal consideró conveniente oír en el caso, rindió el siguiente informe:


“El suscrito conoció, en alzada, de la resolución dictada a las trece horas del veintisiete de octubre del año próximo pasado, por el señor Gobernador de la Provincia de Alajuela, mediante la cual se dispuso el cierre del negocio conocido como “Hotel Esperanza” de propiedad de la recurrente. Por encontrarlo ajustado a derecho, el despacho a mi cargo procedió a confirmar el fallo recurrido, fundamentalmente por dos aspectos muy importantes: El primero, tiene que ver con la cuestión del procedimiento puramente.-  No había en la resolución apelada, ningún vicio que invalidara lo dispuesto en primera instancia: se levantó la información correspondiente, en averiguación de los hechos denunciados y los mismos fueron debidamente comprobados.- Ello se consta, con la sola lectura del expediente incoado al efecto  y que seguramente el señor Gobernador de la Provincia remitió a esta Prestigiosa Corte.-  Por otra parte, el artículo 50 de las Ordenanzas Municipales aún en vigencia, le atribuye a los Gobernadores de las respectivas Provincias las facultades de velar por el orden, la tranquilidad y la seguridad de los moradores de sus jurisdicciones y si el funcionario demandado procedió en la forma que lo hizo, ha de entenderse que sus actuaciones tuvieron estricto apego a la ley.-  El segundo, porque el fallo recurrido guardaba absoluta congruencia con mi modo de pensar.-  Aunque lentamente, es necesario ir liquidando una serie de establecimientos que atentan no sólo contra la moral y las buenas costumbres, son también contra la salud de quienes a ellos concurren.

A ello se concretó mi actuación en el presente caso, sea que, por haberla encontrado ajustada a derecho, confirmé la resolución que incomodó a la señora Ríos Valverde. Por todas las razones anteriores, pido rechazar el recurso de amparo formulado contra el señor Gobernador de Alajuela.-


Oído el informe rendido por la Sala de turno, y previo al estudio correspondiente, se resolvió declarar sin lugar el recurso, con fundamento en las siguientes razones: la resolución dictada por el Gobernador de Provincia de Alajuela a las 13 has del 27 de octubre del año próximo pasado – confirmada por el Ministerio de Gobernación – ordenando el cierre del hotel La Esperanza tuvo por probados los siguientes hechos: a) que las habitaciones del hotel son ocupadas por parejas, y por mujeres menores de edad que llegan ahí a ejercer la prostitución, y no por huéspedes normales de un establecimiento de esa clase; b) que ese hotel no reúne las condiciones higiénicas necesarias pues sólo tiene un baño para doce cuartos, y c) que por esas razones ese establecimiento constituye un foco de enfermedades infecto contagiosas que pone en peligro la salud de la comunidad.-  Con examen del expediente respectivo, tramitado a solicitud de un grupo de vecinos de Alajuela se llega a la conclusión de que ni lo resuelto por el Gobernador ni la confirmatoria del Ministerio de Gobernación quebrantan las normas constitucionales que se invocan en el recurso.-  En efecto, la orden del primero, basada en el artículo 50 de la ley número 20 de 24 de julio de 1867 (Ordenanzas Municipales) y en el 206 del Código Sanitario, no lesiona la garantía que contiene el artículo 45 de la Constitución Política, puesto que el cierre de un hotel por razones sanitarias y de orden moral no implica para el dueño la pérdida de su propiedad y sólo es el resultado del ejercicio de una facultad que la ley confiere a las autoridades para evitar que actividades lícitas y permisibles en principio, degeneren en situaciones inconvenientes que dañan el interés de la sociedad.-  En igual forma debe decirse que no existe la violación del artículo 56 de la misma Carta Política que también se reclama porque si bien el trabajo es un derecho de la persona, tutelado por la Constitución, lo resuelto por el Gobernador no le coarta a la recurrente ese derecho sino el uso abusivo del mismo, que no puede estar comprendido en la garantía constitucional.
